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                          ACTA  Nº 35-10
Sesión celebrada el 20 de Setiembre del 2010
Acta de la Sesión Ordinaria número treinta y cinco de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la ciudad de San José, Costa Rica, a las diecisiete horas con cuarenta minutos del veinte de setiembre del dos mil diez.  
Miembros presentes: Dra. Erika Hernández Sandoval, Presidenta; MSc. Christian E. Campos Monge, Vicepresidente; Dr. Enrique Rojas Solís, Tesorero; MSc. Jeannette Arias Meza, Vocal I; MSc. Fabio Vincenzi Guilá, Vocal II; Licda. Jenny Hernández Solís, Vocal III; MSc. Juan Carlos Granados Vargas, Vocal IV; Licda. Vivian Wyllins Soto, Fiscal.
Miembros ausentes con justificación: Licda. Stella Santamaría Jiménez, Prosecretaria; Lic. Ronald Eduardo Segura Mena, Secretario; Licda. Ana Lorena Castro Corrales,  Vocal V.
 Funcionarios Asistentes: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Annia Picado Mesén, Secretaria de Actas. 
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
La Dra. Erika Hernández Sandoval, Presidenta, comprobado el quórum de ley da inicio  a la sesión ordinaria Nº 35-10, del 20 de setiembre 2010. 
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
La Dra. Erika Hernández Sandoval, somete a consideración de los señores (as) Directivos la agenda de Presidencia, 1.- Comprobación de quórum e inicio de sesión;    2.-Aprobación de Agenda Presidencia; 3.- Lectura y aprobación del acta 34-2010,              4.- Correspondencia. 5.- Informe Dirección Ejecutiva; 6.- Asuntos Breves de Fiscalía.      7.- Informe de Presidencia. 8.- Informe de Directores y Directoras.
SE ACUERDA 2010-35-001 Aprobar la Agenda de Presidencia presentada por la Dra. Erika Hernández Sandoval.  Seis votos.  Se modifica la agenda para conocer posterior a la aprobación del acta, la reforma parcial a la Ley Orgánica del Colegio.
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 34-10, DEL 13 DE SETIEMBRE  DE  2010.
Revisada el acta 34-10 del 13 de Setiembre 2010 por los señores Directores y realizadas las observaciones pertinentes,  proceden a aprobarla. 

SE ACUERDA 2010-35-002 Aprobar el acta 34-10 celebrada el 13 de setiembre  2010, con las observaciones realizadas por los señores Directores. Seis votos. 
ARTICULO 4) REFORMA PARCIAL ARTÍCULOS DE LA LEY ORGÁNICA DEL COLEGIO.
El MSc. Fabio Vincenzi Guilá, presenta la propuesta de reforma parcial a la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, elaborada por la Comisión de Ley Orgánica, misma a la que los señores Directores y Directoras, también realizaron sus aportes y sugerencias de modificación. El Lic. Fabio Vincenzi Guilá, sugiere la importancia de tomar en cuenta que el Fiscal sea únicamente para la Junta Directiva y que se nombre otro específicamente para la Fiscalía. 
SE ACUERDA 2010-35-003 Aprobar la reforma parcial de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. Enviar a la Asamblea Legislativa.  Seis votos. Responsable: Secretaría-remitirlo.
A continuación se consigna el documento que incluye las reformas realizadas: 

REFORMA PARCIAL A  LEY ORGÁNICA DEL COLEGIO DE ABOGADOS

No. 13 de 28 de octubre de 1941

“Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica”
Capítulo I

Del Colegio

Artículo 2.- Integrantes.

Forman el Colegio los abogados y abogadas graduados en Costa Rica e incorporados en él,  de acuerdo con las leyes y Tratados.  Ante las autoridades de la República, tribunales arbitrales, órganos procedimentales sólo tendrán el carácter de abogados/as los que estuvieren inscritos en el Colegio y porten el respectivo carné vigente.  Los extranjeros que cumplan los requisitos de esta ley podrán incorporarse al Colegio y ejercer la abogacía siempre que se otorgue el mismo beneficio en su país de origen a los abogados costarricenses en igualdad de condiciones y que posean residencia fija en el país.  
Adiciónese al final del artículo 3.-  Suspensión.
 “En este caso la suspensión durará el plazo de la condena”.

Adiciónese al final del Artículo 5.- Asambleas.
“(…) y de una Fiscalía”.

Capítulo II. Derechos  y obligaciones de los Abogados y Abogadas


Artículo 7 bis.- Vacaciones.
Los abogados y abogadas que ejerzan liberalmente la profesión podrán gozar de quince días naturales de vacaciones al año.  Para estos efectos, una vez autorizadas sus vacaciones por la Junta Directiva del Colegio,  en los procesos judiciales y administrativos en los que sean directores, en el período autorizado,  no les correrán los plazos, ni los señalamientos de audiencias.  Se excluyen los casos en que las audiencias judiciales o administrativas hayan sido señaladas previamente a la autorización de las vacaciones por parte del Colegio.

Capítulo III

De las sanciones a los Abogados y Abogadas

Artículo  10.- Suspensión.
Refórmese el inciso 1.-Cuando fueren condenados por un delito doloso con una pena de prisión superior a seis meses. Para tales efectos, el tribunal respectivo deberá comunicar lo pertinente a la Fiscalía del Colegio de Abogados. (El párrafo segundo de este inciso se mantiene igual).
Capítulo IV

Asambleas Generales del Colegio


Artículo 16.- Asamblea General.
Habrá cada dos años una Asamblea General Ordinaria del Colegio, para la elección de la nueva Junta Directiva y del Fiscal y su suplente, además, las Asambleas extraordinarias que la Directiva acuerde.
Artículo 18.- Atribuciones.

Son atribuciones de la Asamblea General:
1o. Examinar los actos de la Junta de Directiva y conocer de las quejas que se interpongan contra la Directiva por infracciones de esta ley o de los Reglamentos del Colegio, siempre que sea solicitado por el dos por ciento del total de los miembros del Colegio;
2o. Conocer, en apelación, con efecto devolutivo, de las resoluciones de la Directiva, siempre que el recurso sea interpuesto por el dos por ciento del total de los miembros del Colegio, y dentro del tercer día de la firmeza  del acta respectiva;
3o. Elegir  cada dos años la Junta Directiva y al fiscal, o a uno de sus miembros cuando se presente el caso, por renuncia u otra causa en la forma dispuesta por esta ley. 
Las resoluciones de las Juntas Generales en materia de su competencia, conforme a la presente ley, tendrán fuerza de sentencia ejecutoria sin recurso de ninguna clase. 
Capítulo V 
Junta Directiva
Artículo 19.- Conformación.
La Junta Directiva se compondrá de un Presidente, un Vicepresidente, un Secretario, un Prosecretario, un Tesorero, tres Vocales y un Fiscal como órgano contralor de las decisiones de ésta.

Para ser miembro de Junta Directiva se requiere estar debidamente incorporado al Colegio y habilitado para ejercer la profesión.

 Los miembros de la Junta de Directiva y el Fiscal durarán en sus funciones dos años, pudiendo ser reelectos para períodos sucesivos.  No podrán ser nombrados en la misma Directiva o en el cargo de Fiscal personas unidas por parentesco de consanguinidad o afinidad hasta tercer grado inclusive. Caso de resultar nombramientos contra esta prohibición, se tendrá por no hecho el más reciente y en igualdad de condiciones el recaído en persona de menor edad.

Artículo 20.- Sesiones ordinarias.
La Junta Directiva tendrá una sesión ordinaria cada semana; y todas las extraordinarias para las que sea debidamente convocada.

Artículo 19.- Quórum.

Para que pueda haber Junta se requiere que concurran, cuando menos, cuatro de los individuos que la componen; y para que haya acuerdo o resolución, la mayoría de los votos presentes.
Artículo 22.- Atribuciones.
Refórmese el inciso 1º. Dictar los reglamentos, directrices y lineamientos necesarios para que el Colegio cumpla las funciones y obligaciones establecidas en esta Ley;
Deróguese el inciso 2º

Deróguese el inciso 6º

7º Promover Congresos Jurídicos nacionales e internacionales y favorecer el intercambio intelectual entre los abogados nacionales y extranjeros;
8º Administrar el Fondo de Mutualidad en la forma que establece el Reglamento vigente;
10 Aprobar el presupuesto anual de gastos para el año inmediato;

Deróguese incisos 13 y 14

Adiciónese el inciso 15 bis “Establecer la cuota anual de colegiatura que deberá pagar obligatoriamente cada abogado y abogada”. 

Capítulo VI 

De los Miembros de la Directiva y la Fiscalía


Artículo 23.- Presidencia.
Son atribuciones de la Presidencia: 

1.- Presidir y convocar las sesiones, ordinarias y extraordinarias, tanto de la Junta Directiva como de las Asambleas Generales y Extraordinarias; 
2.- Dictar el orden del día y dirigir las discusiones; 
3.- Ejercer el voto de calidad en caso de empate, tanto en la Junta Directiva como en las Asambleas Generales y Extraordinarias; 
4.- Conceder licencia con justa causa y hasta por quince días, a los miembros de la Junta Directiva; 
5.- Nombrar e integrar las Comisiones de Trabajo, tanto ordinarias como extraordinarias; 
6.- Otorgar poderes generales y especiales y especiales judiciales, de conformidad con el Código Civil, sin perder por ello su ejercicio; 
7.- Suscribir en unión del Secretario, las actas de las sesiones; 
8.- Nombrar y remover a los empleados subalternos del Colegio.
9.- Presidir en forma personal o mediante delegación todos los actos de la Corporación.
Las ausencias del Presidente serán suplidas por el Vicepresidente y en defecto de éste por los Vocales, por el orden de su nombramiento.
Artículo 24.- Fiscalía.
Son atribuciones del Fiscal: Participar en las sesiones de Junta Directiva, con voz, pero sin voto; velar por la observancia de esta ley y de los reglamentos.  
Artículo 25.- Tesorería.
Son funciones de la Tesorería: 

1.- Coordinar la Comisión de Finanzas del Colegio; 

2.- Elaborar, sustentar y presentar a la Junta Directiva el proyecto del  presupuesto anual del Colegio para su aprobación y la correspondiente liquidación del ejercicio presupuestario anterior;
3.- Administrar y custodiar, bajo su responsabilidad, los fondos del Colegio.

4.- Ejercer labores de vigilancia en la contabilidad del Colegio, y presentar a la Junta Directiva, al fin del año, el estado general de sus ingresos y de sus gastos. 

5.-En ausencia del Director Ejecutivo, pagar los libramientos contra la tesorería y firmar los cheques u otros instrumentos de pago que se le presenten en forma debida.
6.- Monitorear periódicamente el flujo de caja ordinario y el cierre mensual de los Estados Financieros del Colegio de Abogados, información financiero contable que deberá ser preparada por la Dirección Ejecutiva y la Dirección Financiero Contable antes del quinto día hábil de cada mes, para su correspondiente presentación, valoración y aprobación ante la Comisión de Finanzas e Inversiones o bien ante la Junta Directiva cuando así lo amerite.
7. Emitir constancias, de que cualquiera de los abogados debe pagar una determinada cantidad por contribución, multa o alcance de cuentas en fondos que haya administrado, las cuales tendrán fuerza ejecutiva ante los Tribunales.

Artículo 26.- Secretaría. 

Son funciones y obligaciones de la secretaría: 

1.- Redactar las actas de las sesiones, suscribiéndolas con el Presidente; 

2.- Llevar, bajo la dirección de la Presidencia, la correspondencia del Colegio que no fuere del exclusivo resorte de aquél; 

3.- Refrendar los títulos y las certificaciones; 

4.- Custodiar el archivo de la Corporación; 

5.- Realizar las convocatorias y citaciones que se dispongan por el Presidente de la Junta de Directiva; 
6.- Coordinar las publicaciones científicas y formar la memoria del estado y trabajos del Colegio.
ADICIONESE COMO CAPÍTULO VII DIRECCION EJECUTIVA, VIII DIRECCIÓN LEGAL Y IX TRAMITE DE QUEJAS  y córrase la numeración los capítulos y de los artículos.
Capítulo VII
Dirección Ejecutiva

Artículo 23. Funciones 

La Dirección Ejecutiva, deberá velar por el buen manejo administrativo de la institución. Estará compuesta por un Director o Directora, quien tendrá las siguientes funciones:

1.- Auxiliará a la Junta Directiva y a sus miembros en la ejecución de los acuerdos de la Directiva.

2.- Autorizará los gastos cuyo destino sea la ejecución del presupuesto aprobado por la Junta Directiva,  para esto pagará los libramientos contra la tesorería y firmará los cheques u otros instrumentos de pago que se le presenten en forma debida.
3.- Junto con la Dirección Financiero Contable, auxiliará al tesorero en la formulación  y ejecución de los presupuestos del Colegio, en la elaboración y control de toda la documentación contable y en la confección de los cheques u otros instrumentos de pago.

4.- Administrará el personal del Colegio, velando por que éste cumpla con las disposiciones legales y reglamentarias y los acuerdos que emita la Junta Directiva, ejerciendo en primera instancia el poder disciplinario sobre los empleados. 

5. Auxiliará a la Junta Directiva en el reclutamiento de Personal y la consecución de los bienes y servicios requeridos por la institución, para estos efectos coordinará con la Dirección de Recursos Humanos  y Proveeduría.

6. Ejecutará las disposiciones reglamentarias aprobadas por la Junta Directiva.

Capítulo VIII
Dirección Jurídica

Artículo 24.- Funciones 

La Dirección Jurídica auxiliará a la Junta Directiva, en los asuntos de orden jurídico en general; estará compuesta por un Director o Directora y abogados auxiliares, y/o asistentes de Derecho  y abogados  instructores de las causas disciplinarias iniciadas contra las y los abogados, según lo dispuesto en el presente capítulo. 

El Director o Directora tendrá las siguientes funciones: 

1.- Emitirá los dictámenes legales solicitados por la Junta Directiva. 

2.- Representará judicialmente al Colegio, para lo cual podrá extender los poderes especiales judiciales necesarios a los abogados de la Dirección.
3- Asignará las quejas recibidas en contra de los colegiados para que los abogados de la Dirección las instruyan.  

Capítulo IX

Tramite de Quejas

Artículo 25.-   Requisitos de presentación.
Toda queja contra un abogado o abogada debe ser presentada ante la Dirección Jurídica del Colegio con indicación de las pruebas correspondientes y de ser posible con indicación del domicilio del profesional a quien se acusa, autenticada la firma por un abogado/a. Cuando la presentación no haya sido hecha personalmente la Dirección Jurídica informará a la Junta Directiva en la próxima sesión de las quejas presentadas a fin de que, si no fuere el caso de rechazarlas de plano, se pasen a esa Dirección para su tramitación.     

Siempre que por impresión personal, por avisos confidenciales, por pública voz o por otra conducta cualquiera, llegare a conocimiento del Colegio un acto de un abogado/a que pueda lastimar el decoro profesional, se remitirá inmediatamente a la Dirección Jurídica para lo de su cargo.  Se asignará el caso a un abogado/a instructor quien se cerciorará previamente sobre la existencia de los indicios, y en caso afirmativo lo comunicará a la Junta Directiva para los efectos consiguientes.
Artículo 26.- Abogado/a Instructor. 

El abogado/a designado por la Dirección Jurídica actuará como instructor con plena amplitud en el ejercicio de sus funciones, sin necesidad de consulta previa de la Junta Directiva  para realizar las diligencias que estime pertinentes.

Artículo 27.- Instrucción de la queja.

Recibida la queja, el abogado/a instructor citará al denunciado, en la dirección aportada por el quejoso, o bien, en la Dirección que el abogado o abogada denunciada haya registrado en el Colegio.

Artículo 28.-  Intimación.

Citado el denunciado, se le impondrá de los cargos, haciéndole saber que puede contestar de palabra, recibiendo entonces el abogado instructor sus declaraciones, o por escrito; todo dentro de un término de ocho días hábiles a contar de la notificación de la queja, y con la obligación de proponer en esa exposición las pruebas de descargo que tuviere.

Transcurrido el término de ocho días hábiles después de la notificación sin que haya contestado de los cargos, el abogado instructor decretará la rebeldía del indiciado y procederá a recibir la prueba propuesta por la parte acusadora.

Artículo 29.- Prueba testimonial.
El instructor podrá hacer las averiguaciones que estime pertinentes para el mejor esclarecimiento de los hechos. Las pruebas testimoniales las recibirá el abogado instructor  conforme fueren presentándose, pero fijará un plazo máximo de quince días hábiles a partir de la imposición de los cargos al inculpado, para su recepción, declarando de oficio inevacuables las que no se reciban en ese plazo.

Los testigos serán juramentados en debida forma antes de rendir su declaración por el órgano instructor.

El abogado instructor tendrá la facultad de solicitar, cuando así lo estime conveniente por propia iniciativa o a sugerencia de la Junta Directiva, pruebas para mejor proveer.

Artículo 30.- Prueba documental.

Las pruebas documentales deberán presentarse con la queja o con la contestación, o dentro de un término de ocho días hábiles a contar de la imposición de los cargos al inculpado si su contestación fuere verbal. Caso de que el interesado no pudiere procurarse un documento importante para la solución del caso, deberá indicar el archivo, oficina o funcionario que posee y presentar las expensas consiguientes para ordenar su certificación; de otra manera se prescindirá de esa prueba.
Artículo 31.- Informe.
Concluida la información, el abogado instructor presentará el expediente a la Junta Directiva con un informe somero de los hechos y su parecer sobre la queja, por escrito.
Artículo 32.- Resolución.
La Junta Directiva  procederá en votación secreta a resolver la queja apreciando la prueba como Tribunal de conciencia. Contra lo que resuelva no cabrá recurso alguno.
Si el fallo fuere condenatorio, determinará expresamente la sanción aplicable y ordenará que se comunique a la Corte Suprema de Justicia; si fuere absolutoria, se procederá al archivo de las diligencias.
Capítulo X 

Fondos del Colegio


Artículo 33.- Fondos.
Constituirán los fondos del Colegio:
1o. Las contribuciones que establezca la Junta Directiva a cargo de los miembros del Colegio;
2o. Las donaciones que se hagan al Colegio;
3o. Las multas que se impongan disciplinariamente por el Colegio o por los Tribunales de Justicia a los profesionales en derecho o a las partes litigantes;
4o. Las subvenciones que acuerde a su favor la Universidad de Costa Rica o el Gobierno de la República.

Capítulo XI
Del Fondo de Mutualidad y Subsidios

Refórmese el párrafo primero del artículo 30  Pago de colegiatura y fondo de mutualidad.

Los abogados y abogadas que forman parte del Colegio estarán obligados a pagar una cuota mensual establecida por la Junta Directiva de los cuales se destinarán el ochenta por ciento a formar el fondo de Mutualidad y Subsidios del Colegio de Abogados, y veinte por ciento al Fondo común del Colegio, con destino al pago de los gastos que éste ocasione y al cumplimiento de los fines. 

Deróguese los artículos 34 y 35.
Capítulo XI 

Comité Consultivo y Tribunal de Honor
Artículo 41.- Dictamen.
Una vez presentado el dictamen, si hay unanimidad de parecer en el Comité, o los dictámenes cuando hubiere criterios distintos, la Junta Directiva procederá a discutir por  su orden el dictamen de la mayoría y el de la minoría si no es el caso de un solo dictamen; se recogerán los votos de los miembros presentes en el acto sobre la base de la discusión y sobre las enmiendas propuestas, y se tendrá el resultado como la opinión oficial del Colegio, comunicándolo por nota al Poder, corporación o particular interesado en la consulta.

Deróguese el artículo 41

Artículo 43.- Conformación.
El Tribunal a que se refiere el artículo anterior será integrado por tres miembros del Comité Consultivo designados por la Junta Directiva.

Deróguense los artículos del 45 al 49

Nuevo Artículo 46.- 

Queda derogada cualquier disposición que se oponga a la presente ley.

Rige a partir de su publicación.
ARTICULO 5) CORRESPONDENCIA.
1. Nota DE-I-043-2010, suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, mediante la cual indica que realizados los respectivos estudios, en el Departamento de Contabilidad se encuentra al día en las cuotas de colegiatura y en Fiscalía no tiene suspensiones ni procesos pendientes, por lo que se recomienda aceptar la suspensión voluntaria de la Licda. Alejandra Fernández López, carné 7993.

SE ACUERDA 2010-35-004 Aprobar la suspensión voluntaria de la Licda. Alejandra Fernández López, carné 7993. A partir de la firmeza del presente acuerdo. Seis votos. Responsable: Contabilidad, Archivo Central.

2. Nota CA AUI-038-10, suscrita por el Lic. Guillermo Silesky Mata, Auditor Interno, por medio de la cual aclara con respecto al acuerdo “2010-33-008 Rechazar el informe CA-AUI-034-10, suscrito por el Lic. Guillermo Silesky Mata, Auditor Interno, por no ser conclusivo ni cumplir con el espíritu de una auditoría interna independiente que facilite la toma de decisiones de esta Junta Directiva. No representa una herramienta para tomar la decisión en el sentido que no concluye, sino que remite a una referencia externa en cuanto a los fondos girados. En consecuencia, lo que a esta Junta Directiva requiere es que el señor Auditor rinda su criterio en cuanto a la administración, el destino, la razonabilidad, y los controles sobre esos recursos girados por Eurosocial”. Que representa y así se hace ver en dicho informe, una reseña de los oficios CA-AUI-012-10, CA-AUI-019-10 Y CA-AUI-027-10 y que por esa condición, no incluye recomendaciones ni conclusiones, los que sí se pueden consultar en el oficio CA-AUI-012-10 (los dos siguientes informes responden al seguimiento de una situación inconclusa al momento de emitirse el oficios CA-AUI-012-10, con la finalidad de informar sobre los hechos surgidos a posteriori a dicho oficio). La causa por la cual se emitió el informe  CA-AUI-034-10, fue en atención a la solicitud del Director Ejecutivo, Lic.  José Luis Meneses Rímola, quien me pidió un resumen de los informes que esta Auditoría Interna había emitido sobre el caso de la Defensoría Social y que el mismo lo dirigiera a la Junta Directiva, pues así lo había solicitado ese Órgano Director, sin más detalle procedí a atender esa solicitud, sin embargo, leyendo el acuerdo 2010-33-008, es muy diferente a lo que el licenciado Meneses Rímola me solicitó, por lo tanto, pido de manera respetuosa a esa Junta Directiva, que cualquier aspecto que requieran de esta Auditoría Interna, se haga directamente a mi persona, como ha sucedido en otras oportunidades, con la finalidad de evitar errores o información incorrecta como en este caso. No obstante a lo comentado, procederé a atender el acuerdo 2010-33-008 según como se solicita.
Se tiene por recibido el documento enviado por el Auditor Interno.
3. Notas enviadas por la Licda. Vivian Wyllins Soto, Coordinadora de la Junta Administradora, mediante la cual presenta las siguientes notas:

a) JA-C-170-2010, acuerdo “2010-31-005: Informar a la Junta Directiva sobre el Acuerdo 2010-31-100, con respecto a la solicitud de revisión del acuerdo  2010-30-010 (bis), que se conversó con el Lic. Ricardo Guido Mena Presidente de la Comisión de Tenis, quien indicó que el precio de dos mil colones por hora por alquiler de las canchas de tenis es razonable y accesible y que están más baratas que cualquier cancha en el país. Por ejemplo en el Tenis Club cuesta ¢1.500 a los socios, Parque de Valle del Sol ¢6000, San José Palacio ¢3500 Indoor Club ¢5000. Por lo anterior, la Junta Administradora considera que la Junta Directiva debe mantener el monto de dos mil colones por hora por el alquiler de la cancha de tenis”.
SE ACUERDA 2010-35-005 a) Se tiene por recibida la nota JA-C-144-2010 de la Junta Administradora. b) Mantener el acuerdo de Junta Directiva: “2010-30-010 (bis) Con respecto a las tarifas de entrada a las instalaciones deportivas y recreativas, así como el costo de la hora de tenis se acuerda: a) los invitados y familiares (excepto conyugues, hijos (as) y padres que porten carné),  de las personas agremiadas pagarán la tarifa de ¢2.000.00, b) El agremiado o la agremiada pagarán por la hora de uso de la cancha de tenis la suma de ¢2.000.00, c) Para que un (a)  invitado (a) pueda hacer uso de la cancha de tenis, tendrá que hacerlo en compañía de una persona agremiada”. 

b) JD-C-144-2010  2010-25-007: … b) En vista del deterioro de los lockers que se encuentran en los vestidores, se aprueba la compra de un locker a la empresa Poltronieri & Cía. S.A.  para el vestidor de varones y un locker para el vestidor de mujeres, con doce compartimentos y con un valor de ¢266.657.40 cada uno. Dichos lockers tendrán un alquiler mayor a los lockers actuales. Elevar a Junta Directiva. Acuerdo firme. 

SE ACUERDA 2010-35-006 a) Acoger la propuesta de la Junta Administradora para que se proceda a la compra de nuevos lockers tanto para el vestidor de varones como para el de mujeres. Se remite al Departamento de Proveeduría, con la finalidad de que  realice las gestiones correspondientes para la compra de dichos lockers. b)  Se solicita a la Dirección de Finanzas realizar una modificación presupuestaria para que los fondos se tomen del sobrante de la partida presupuestaria “Cambio piso gimnasio”. Seis votos. Responsable: Proveeduría. 
4. Nota CRAC-008-2010, enviada por la Comisión de RAC, donde comunican acuerdo 2010-14-004: a) Aprobar la propuesta del Capítulo de Ética del Centro de Justicia Alternativa del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica con las modificaciones realizadas. b) Elevar a Junta Directiva del Colegio, el Capítulo de Ética del Centro de Justicia Alternativa, a fin de que sea aprobado. Asimismo se anexa la lista de tarifas a cobrar en dicho Centro a fin de que el mismo sea analizado y aprobado por la Junta Directiva.

SE ACUERDA 2010-35-007  a) Se aprueba la parte para el Manual del Código de Ética para el Centro de Justicia Alternativa del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, para anexarla al resto del Manual.  b) Aprobar las tarifas a cobrar en el Centro de Justicia Alternativa del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, que se detalla a continuación.  Seis votos. Responsable: Comisión de RAC. 
A continuación se consignan dichos documentos: 
“CÓDIGO DE ÉTICA

CAPITULO I  DISPOSICIONES GENERALES DE LOS TERCEROS NEUTRALES

Artículo 1: Ámbito de aplicación. Las normas de este Código rigen la conducta de los neutrales inscritos en la lista del Centro y que se encuentran autorizados por el Ministerio de Justicia y Paz, así como otro neutral que no pertenezca a la lista del Centro del Colegio de Abogados  y que haya sido designado por las partes para actuar en un proceso administrado por el Centro del Colegio de Abogados.  Ninguna circunstancia les eximirá de su observancia.  Los terceros neutrales deberán cumplir las disposiciones internas del Centro así como el Reglamento y la ley 7727- Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social-,  el Código de Ética de los Abogados y Abogadas y el ordenamiento jurídico vigente.
Artículo 2: Obligaciones hacia el Centro. Los neutrales del Centro actuarán en todo momento con respeto y profesionalismo hacia el Centro y el Colegio, absteniéndose de hacer comentarios públicos en contra de ellos.
Artículo 3: Responsabilidades hacia otros neutrales. Los neutrales mantendrán la mayor cortesía con los otros neutrales del Centro y les está prohibido manifestar públicamente y frente a las partes del proceso su desacuerdo o crítica hacia ellos.
Artículo 4: Competencia para la aplicación e interpretación de esta normativa. La interpretación de esta normativa es competencia de la Comisión de RAC del Colegio y será trasladada a la  Junta Directiva del Colegio de Abogados para su aprobación final.
Artículo 5. Capacitación. Los terceros neutrales del Centro del Colegio de Abogados deberán actuar de acuerdo con los más altos estándares de profesionalismo y calidad, para lo cual deberán participar en las actividades de capacitación que les permitan actualizar sus conocimientos y afianzar sus destrezas en el procedimiento que corresponda. Los neutrales del Centro deberán asistir a las actividades de capacitación continua ara las cuales sean convocados con el propósito de que se mantenga el alto nivel de calidad requerido por el Centro, con un mínimo de 16 horas anuales. 
Artículo 6. Designación. Los terceros neutrales deberán inhibirse de conocer los casos en los que:
No cuenten con los conocimientos de fondo requeridos.

No cuenten con los conocimientos de forma y habilidades técnicas necesarias en el procedimiento.

Tengan prejuicios sobre el asunto o alguna de las partes del procedimiento.

Tengan intereses directos en cuanto al proceso.

Exista conflicto de intereses con alguna de las partes.

Haber mantenido una relación profesional con alguna de las partes durante los seis meses anteriores a la designación.

No cuenten con la disponibilidad de tiempo y atención requerida.

Las partes no han cancelado los honorarios de un neutral que ha participado anteriormente en el mismo caso.

     Han participado como terceros neutrales sobre el mismo caso, en otro ente  de          
administración de procesos RAC autorizado o ad hoc.

Artículo 7: Deber de diligencia. Es deber del neutral dedicarse con diligencia y puntualidad a los asuntos que le encomiende el Centro, y poner en su defensa todos sus esfuerzos y conocimientos con estricto apego a las normas jurídicas, morales, éticas y/o las partes hayan portado.
Artículo 8. Responsabilidad. Los terceros neutrales tienen responsabilidad civil y penal frente a las partes, a terceros y al Centro de conformidad con lo establecido en la Ley 7727 Ley de Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social. El personal administrativo del Centro que incurra en violaciones a las disposiciones legales, reglamentarias o éticas, tendrá ante éste, responsabilidad laboral, civil o penal según sea el caso.
CAPITULO II DEBERES DE LOS MEDIADORES

Artículo 9. Imparcialidad. Los mediadores deberán ser neutrales y actuar en forma imparcial con todas las partes y sus asesores legales durante el proceso de mediación, procurando que en el acuerdo de mediación exista un balance y equilibrio entre los intereses y derechos de todas las partes.
Artículo 10. Confidencialidad. Los mediadores guardarán absoluto secreto y confidencialidad sobre la información que adquieran durante cualquier etapa del proceso incluida la fase de ejecución del acuerdo.  La información obtenida en una reunión individual no será revelada a las otras partes sin la autorización de quien proporcionó dicha información. La labor del mediador está cubierta con el secreto profesional, de conformidad con la Ley 7727. En el expediente administrativo se consignará únicamente la documentación que sea aportada por las partes y la que se refiera al sistema administrativo de seguimiento de casos.
Artículo 11. Conflicto de intereses. El mediador/a debe revelar a las partes y al centro todos los motivos que puedan causar un aparente conflicto de intereses. Se entiende por aparente conflicto de intereses cualquier situación que no se ajuste a los supuestos de hecho del artículo 6.
Artículo 12. Información. Los mediadores deberán informar a todas las partes acerca de la naturaleza del proceso de mediación, sus reglas, el papel que desempeña el mediador, las partes y sus asesores legales, los alcances y efectos del acuerdo de mediación así como de los derechos que se encuentran en discusión, sobre la existencia de otros métodos de resolución alterna de conflictos y la posibilidad de consultar el posible acuerdo con un abogado/a.
Artículo 13. Respeto al ordenamiento jurídico. Los mediadores deberán realizar acuerdos de mediación que se encuentren dentro de los parámetros de cumplimiento de las disposiciones de orden público del ordenamiento jurídico vigente. El no cumplimiento de esta disposición por cualquiera de las partes, permite al mediador dar por terminado el proceso de mediación.
Artículo 14. Prácticas de negociación. Los mediadores no consentirán que ninguna de las partes utilice prácticas de negociación que pretendan intimidar o presionar a su contraparte. El no cumplimiento de esta disposición por cualquiera de las partes, permite al mediador dar por terminado el proceso de mediación.
Artículo 15. Voluntad para mediar. Cuando los mediadores identifiquen entre las partes que no existe verdadera voluntad de llegar a un acuerdo por la vía de la mediación y que es inútil continuar con más esfuerzos declarará tal situación a las partes y dará por terminada la mediación.
CAPITULO III DEBERES DE LOS ARBITROS

Artículo 16. Relación con las partes. Una vez constituido el Tribunal Arbitral, los árbitros no podrán aceptar favores u hospitalidades, ni mantener relación directa o indirecta con ninguna de las partes, salvo el tipo de relación, estrictamente necesaria y propia de sus funciones y responsabilidades dentro del desarrollo del proceso arbitral.
Artículo 17. Declaración. Los árbitros deberán declarar por escrito mediante declaración jurada al Director/a del Centro cualquier hecho que pueda originar dudas respecto a su imparcialidad o independencia, así como  el alcance de cualquier conocimiento previo sobre la controversia o que se pueda presentar en cualquier momento del proceso.
La Comisión RAC resolverá sobre la conveniencia de sustituir al árbitro.

Artículo 18.  Confidencialidad. Las deliberaciones y los detalles del proceso arbitral y demás particulares propios de la función del Tribunal Arbitral que no sean públicos de acuerdo con la ley 7727, tendrán carácter de confidenciales, salvo que todas las partes liberen a los árbitros de esta obligación.
Artículo 19. Imparcialidad. Los árbitros deberán ser imparciales e independientes, debiendo respetar en todo momento los principios del debido proceso, la concentración, la justicia y la equidad en el ejercicio de su función. Deberán además actuar siguiendo las mismas normas éticas de jueces y magistrados.
Artículo 20.  Respeto al ordenamiento jurídico. Los árbitros deberán regirse en sus actuaciones en estricto apego y cumplimiento de las disposiciones del ordenamiento jurídico vigente. Deberán razonar los laudos sean estos de derecho o equidad y en caso de duda, realizar las consultas pertinentes. En caso que conozcan de la comisión de un delito, cualquier otra razón o circunstancia que haga de la materia a resolver defectuosa para ser resuelta por la vía arbitral, el tribunal arbitral deberá dar por terminado el proceso arbitral.
Artículo 21: Cómputo de plazos. Es  obligación de los árbitros llevar con exactitud el cómputo de los plazos aplicables al procedimiento y serán responsables por todos los efectos causados y por el incumplimiento de esa obligación.
Tarifas.
Servicios de Arbitraje
Tarifa de Admisión: $150

Este se cobra según la cuantía de la siguiente forma:

$1 a $25.000: 2% mínimo de $750

$25.000 a $5.0000: $750 más 1% sobre la cantidad que exceda de $25.000

$50.001 a $100.000: $750 más 1% sobre la cantidad que exceda de $25.000

$100.001 a $200.000: $1.250 más 1.25% sobre la cantidad que exceda de $100.001

$200.001 a $1.000.000: $2.500 más 0.5% sobre la cantidad que exceda de $200.001

$1.000.001 a $2.500.000: $6.500 más 0.2% sobre la cantidad que exceda de $1.000.001.

$2.500.001 a $5.000.000: $9.500 más 0.1% sobre la cantidad que exceda de $2.500.001

$5.000.001 en adelante: $12.000 más 0.1% sobre la cantidad que exceda de $5.000.001, con un máximo de $50.000

Honorarios: 
De $1 a $10.000

($600) Tarifa mínima

De $10.001 y hasta $20.000

($1000) Tarifa mínima

De $20.001 y hasta $200.000

($2000) Tarifa mínima

Sobre el exceso de $200.000

($2750) Tarifa mínima

Solicitud de árbitros a solicitud de terceros $100 por cada árbitro nombrado
Servicios de Conciliación
Primera sesión $200

Sesión adicional $200

Honorarios $100 por hora

5. La Dra. Erika Hernández Sandoval, informa que la Comisión PROBONO, gestionó un Convenio de Cooperación entre el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica y la Asociación Empresarial para el Desarrollo, cuyo objetivo es fomentar el trabajo de responsabilidad social empresarial e individual en el campo jurídico. Añade que no es como un consultorio jurídico, sino temas más macro,  y serán remitidos al bufete inscrito en el programa de acuerdo al tema, para atender la solicitud. La Asociación será quien envíe los casos y la Comisión PROBONO, determinará si efectivamente se trata de un caso Probono o no.  En razón de lo anterior, lo somete a consideración de los señores Directores y Directoras.
SE ACUERDA 2010-35-008 Aprobar el Convenio de Cooperación entre el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica y la Asociación Empresarial para el Desarrollo, cuyo objetivo es fomentar el trabajo de responsabilidad social empresarial e individual en el campo jurídico. Se autoriza a la señora Presidenta a la firma de dicho convenio. Seis votos. Responsable: Presidencia. 
6. La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que en la sesión anterior se conoció respuesta a un Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio, interpuesto por la Licda. Adriana Álvarez, y la Licda. Jenny Hernández Solís, consultó si contemplaba un segundo recurso, pero debido a que a la Presidencia le había llegado sólo uno, solicitó al Asesor de Presidencia investigar y determinó que en algunos venía un segundo Recurso de Revocatoria con Apelación Subsidiaria interpuesto por la Licda. Adriana Álvarez Arias, en contra del acuerdo 2010-31-104 de la sesión ordinaria de Junta Directiva 31-2010. Por lo que igualmente procedió a emitir respuesta mediante informe AP 02-2010: “Me permito remitirle el informe respecto al recurso de revocatoria con apelación subsidiaria interpuesto por la Licenciada Adriana Álvarez Arias en contra del acuerdo 2010-31-104 de la sesión ordinaria de Junta Directiva 31-2010. 
ANTECEDENTES La Licenciada Adriana Álvarez Arias interpone recurso de revocatoria contra el acuerdo 2010-031-104 que a su vez resolvió un recurso interpuesto por ella. Se fundamenta en resumen y en cuanto interesa en que reclamó que se le aplicara el mismo beneficio que al abogado Arnoldo Segura Santiesteban pues ocupaban el mismo puesto y funciones. Considera que su despido no exime a la Junta el conocimiento del recurso pues solicita la aplicación retroactiva del salario aprobado para el Lic. Segura Santiesteban. 
SOBRE EL FONDO: I.- El recurso interpuesto por la Licenciada Adriana Álvarez Arias debe rechazarse de plano pues no procede recurso de revocatoria contra una resolución que a su vez resolvió un recurso de revocatoria. Nótese que el acuerdo 2010-031-104 es producto de un recurso de revocatoria que ella interpuso en contra del acuerdo 2010-29-009, por lo que ya la vía de impugnación recursiva precluyó y no procede continuar interponiendo recursos contra acuerdos que han resuelto recursos de revocatoria refiriéndose a la situación que causa la inconformidad de la recurrente. En todo caso, debe esta junta aclarar que la naturaleza del puesto de la abogada Álvarez es distinto al del Licenciado Segura por lo que de ninguna manera procede su equiparación.  II.- Apelación subsidiaria ante asamblea. No procede la convocatoria a asamblea general para el conocimiento de este caso en específico pues no entraña un interés gremial. Los acuerdos de Junta Directiva apelables no pueden ser aquellos internos de mera administración,  sino los actos administrativos propios de la función pública institucional o que afecten a la generalidad del gremio, lo cual no es el caso de marras.  CONCLUSIONES 1.- Debe rechazarse de plano el recurso de revocatoria interpuesto por la Licenciada Álvarez Arias en contra del acuerdo 2010-031-104 por tratarse de un recurso de revocatoria contra otro recurso de revocatoria.  2.- La naturaleza del puesto de la abogada Álvarez es distinto al del Licenciado Segura por lo que de ninguna manera procede su equiparación.  3.- Los actos particulares deben ser examinados por otros órganos en caso de discrepancia con el patrono, empero no es materia que tenga que analizar la asamblea general del Colegio por no ser un asunto de interés gremial y no encontrarse dentro de sus potestades y funciones. Se recomienda: Rechazar por improcedente el recurso de apelación interpuesto. 
 
La señora Presidenta lo somete a consideración: 
SE ACUERDA 2010-35-009 Se rechaza por improcedente el Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio, interpuesto por la Licda. Adriana Álvarez Arias, contra el acuerdo 2010-31-104 de la sesión ordinaria de Junta Directiva 31-2010. I.- El recurso interpuesto por la Licenciada Adriana Álvarez Arias debe rechazarse de plano pues no procede recurso de revocatoria contra una resolución que a su vez resolvió un recurso de revocatoria. Nótese que el acuerdo 2010-031-104 es producto de un recurso de revocatoria que ella interpuso en contra del acuerdo 2010-29-009, por lo que ya la vía de impugnación recursiva precluyó y no procede continuar interponiendo recursos contra acuerdos que han resuelto recursos de revocatoria refiriéndose a la situación que causa la inconformidad de la recurrente. En todo caso, debe esta junta aclarar que la naturaleza del puesto de la abogada Álvarez es distinto al del Licenciado Segura por lo que de ninguna manera procede su equiparación.  II.- Apelación subsidiaria ante asamblea. No procede la convocatoria a asamblea general para el conocimiento de este caso en específico pues no entraña un interés gremial. Los acuerdos de Junta Directiva apelables no pueden ser aquellos internos de mera administración, sino los actos administrativos propios de la función pública institucional o que afecten a la generalidad del gremio, lo cual no es el caso de marras.  CONCLUSIONES 1.- Debe rechazarse de plano el recurso de revocatoria interpuesto por la Licenciada Álvarez Arias en contra del acuerdo 2010-031-104 por tratarse de un recurso de revocatoria contra otro recurso de revocatoria.  2.- La naturaleza del puesto de la abogada Álvarez es distinto al del Licenciado Segura por lo que de ninguna manera procede su equiparación.  3.- Los actos particulares deben ser examinados por otros órganos en caso de discrepancia con el patrono, empero no es materia que tenga que analizar la asamblea general del Colegio por no ser un asunto de interés gremial y no encontrarse dentro de sus potestades y funciones. Seis votos. Responsable: Presidencia. 
Al ser las dieciocho horas con treinta minutos ingresa el Dr. Enrique Rojas Solís. 
A solicitud de la Licda. Vivian Wyllins Soto, se realiza una modificación en la agenda para seguir con los casos de la Fiscalía. 
ARTÍCULO 6) ASUNTOS BREVES DE FISCALÍA.
6.1.- ASUNTOS BREVES:

6.1.1.- Expediente Nº 426-04 (1). Denunciado: Licda. Johana Moreno Bustos Denunciantes: Ana Moscarelli. 
SE ACUERDA 2010-35-010 Declarar si lugar la solicitud de prescripción de la ejecución de la sanción. Proceda la Fiscalía del Colegio de Abogados a ejecutar en forma inmediata la sanción impuesta. Contra la presente resolución no procede recurso alguno, no regrese la Fiscalía a esta instancia el presente expediente a resolver recurso alguno hasta que la sanción se encuentre ejecutada o que exista orden judicial que ordene la suspensión de la misma. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.1.2.- Expediente N: 119-10 (4). Denunciados: Lic. Carlos Matías Gonzaga Martínez y Licda. Lorena Caldera Obregón. Denunciante: Municipalidad de la Cruz. 
SE ACUERDA 2010-35-011 Rechazar de plano la denuncia, ordenar el archivo del expediente y testimoniar piezas para ante el Juzgado Notarial. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.1.3.- Expediente N°: 687-09 (4). Denunciado: Lic. Arnoldo Solano Rodriguez. De Oficio (Fiscalía General de la República). 

SE ACUERDA 2010-35-012 Declarar sin lugar el recurso de apelación y continuar con los procedimientos. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.1.4.- Expediente N°: 394-08. Denunciado: Lic. Carlos Humberto Cornejo Rojas. Denunciante: Luis Herrera Alfaro.

SE ACUERDA 2010-35-013 Incrementar la sanción a cuatro meses de suspensión en el ejercicio de la profesión.  Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.

6.1.5.- Expediente Nº: 450-10 (5). Denunciado: Lic. Randall Francisco Alvarado Murillo. Denunciante: Josué Aguilar Esquivel. 

SE ACUERDA 2010-35-014 Declararse incompetente por razón de la materia para conocer de la denuncia, testimoniar a la sede disciplinaria notarial, y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.

6.1.6.- Expediente Nº: 360-10 (5). Denunciado: Lic. Albán Ugalde García. Denunciante: Marilyn Leitón Castillo. 

SE ACUERDA 2010-35-015 Declarar la incompetencia por razón de la materia para conocer de los hechos denunciados y testimoniar a la sede disciplinaria notarial. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.

6.1.7.- Expediente Nº: 409-10 (5). Denunciado: Lic. Juan Rodolfo Leiva Peña. Denunciante: Erasmo Cerdas Castillo. 
SE ACUERDA 2010-35-016 Declarar la incompetencia por razón de la materia para conocer de los hechos denunciados y testimoniar a la sede disciplinaria notarial. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.

6.1.8.- Expediente Nº: 409-09 (5). Denunciado: Lic. Luis Ramón Araya Arias. Denunciante: José Bernardino Rosales Vargas. (Desistimiento). 

SE ACUERDA 2010-35-017 Acoger el desistimiento y ordenar el archivo del expediente. Siete  votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.

6.1.9.- Expediente Nº: 425-08 (6). Denunciada: Licda. Lizeth Álvarez Salas. Denunciante: CSE Seguridad Sociedad Anónima (Representante Selin Ramos Torres). 

SE ACUERDA 2010-35-018 Confirmar la resolución que se conoce en grado y continuar con el desarrollo normal del procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.

6.2.- ASUNTOS NUEVOS (PARA DAR TRÁMITE):

6.2.1.- Expediente Nº: 109-10 (2). Denunciado: Lic. Claiy Harlow Neil Bodden. Denunciante: Victor Hugo Carvajal Espinoza. 

SE ACUERDA 2010-35-019 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. 
6.2.2.- Expediente Nº: 136-10 (2). Denunciado: Lic. María Eugenia Corrales Brenes. Denunciante: Jorge Jiménez Toro. 

SE ACUERDA 2010-35-020 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.3- Expediente Nº: 186-10 (2). Denunciado: Lic. María Montoya Hernández. Denunciante: Marvin Monge Fallas. 

SE ACUERDA 2010-35-021 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.4- Expediente Nº: 229-10 (2). Denunciado: Lic. Eduardo Calderón Odio. Denunciante: Sunasir Sen. 

SE ACUERDA 2010-35-022 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.5- Expediente Nº: 317-10 (2). Denunciado: Lic. Silvia Gómez Pacheco. Denunciante: Carlos Zúñiga Cartin. 

SE ACUERDA 2010-35-023 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.6- Expediente Nº: 325-10 (2). Denunciado: Lic. Danilo Loaiza Bolandi. Denunciante: De oficio (Instituto Nacional de Seguros). 

SE ACUERDA 2010-35-024 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.7- Expediente Nº: 396-10 (2). Denunciado: Lic. Yadira Reyes Wong. Denunciante: Lic. Eugenio Hernández Rodríguez. 

SE ACUERDA 2010-35-025 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.8.- Expediente Nº: 361-10 (2). Denunciado: Lic. Diomer Manuel Esteban Umaña. Denunciante: Ramón Ramírez Aguilar. 

SE ACUERDA 2010-35-026 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.9.- Expediente Nº: 366-10 (2). Denunciado: Lic. Maykil Acuña Ugalde. Denunciante: Idaly Delgado Sandi. 

SE ACUERDA 2010-35-027 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.10.- Expediente Nº: 371-10 (2). Denunciado: Lic. David Aaron Garita Madrigal. Denunciante: Martin Mejias Traña. 

SE ACUERDA 2010-35-028 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.11.- Expediente N°: 457-10 (4). Denunciadas: Licda. Carmen Polo Camacho y Licda. Rosa María Corrales Villalobos. 

SE ACUERDA 2010-35-029 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
Al ser las dieciocho horas con treinta y cuatro minutos sale por un momento el MSc. Fabio Vincezi Guilá. 
6.3 La Licda. Vivian Wyllins Soto, procede a explicar el expediente 264-09. Denunciada: Licda. Malena Zamora Camacho y otros. Denunciante: MSc. Fabio Vincenzi Guilá.

SE ACUERDA 2010-35-030 Declarar con lugar el Recurso de Revocatoria presentado por el MSc. Fabio Vincenzi Guilá,  en contra de la resolución que ordeno el rechazo de plano del presente asunto e inadmisible el recurso de apelación en contra de la resolución que rechazo su solicitud de reacusación  y continuar con el trámite del proceso. Contra la presente resolución no procede recurso alguno. Siete votos. Responsable: Fiscalía. 
Al ser las dieciocho horas con cuarenta y cuatro minutos ingresa nuevamente el         MSc. Fabio Vincezi Guilá. 
ARTÍCULO 7) INFORME DEL DIRECTOR EJECUTIVO.
7.1 El Lic. José Luis Meneses Rímola, con respecto al acuerdo 2010-31-020 donde se le autoriza a negociar con la empresa de vigilancia que se elimine uno de los 4 puestos de 24 horas que cubren, y que será asumido por el Supervisor de Vigilancia del Colegio, lo que significará una economía para la Institución en un año, de aproximadamente ¢14.400.00.00. Indica que se llevó a cabo la reunión con la empresa y se acordó la eliminación de ese puesto. Además se le realizaron algunas adiciones a las cláusulas del contrato, con el fin de mejorar el servicio de vigilancia. En razón de lo anterior y  tomando en cuenta que en el mes de octubre corresponde la renovación del Contrato sugiere tomar el acuerdo de prorrogar el contrato a partir del 19 de octubre de 2010. 
SE ACUERDA 2010-35-031 Prorrogar el contrato con la empresa  Comandos de Seguridad Delta S.A., a partir del 19 de octubre de 2010. Encargar al Departamento Legal la confección de un addendum al Contrato original a efectos de incluir los cambios negociados. Siete votos. Responsable: Dirección Ejecutiva. 
Al ser las dieciocho horas con cincuenta y cinco minutos ingresa la Licda. Jenny Hernández Solís. 

7.2 El Lic. José Luis Meneses Rímola, informa que se recibió un correo electrónico enviado por PROSIC, donde indica que desde el  02 de marzo, con el oficio PROSIC-20-2010, solicitaron una nota que indique que se recibieron a entera satisfacción los informes finales del proyecto, "Estudio sobre las plataformas tecnológicas del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica” contemplado en el Addendum firmado entre el Colegio y la Universidad de Costa Rica (FUNDEVI). Lo anterior con el fin de proceder con el trámite de cierre y conclusión del proyecto.

SE ACUERDA 2010-35-032 Se tienen por recibidos los informes finales de los proyectos “E Abogacía” y el "Estudio sobre las plataformas tecnológicas del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica” contemplado en el Addendum. Ocho votos. Responsable: Secretaría-Informar.

ARTÍCULO 8) INFORME DE PRESIDENCIA.
8.1 La Dra. Erika Hernández Sandoval,  informa que recibió copia de un correo enviado por el Lic. Juan Carlos Retana C, al Dr. Luis Paulino Mora Mora, Presidente de la Corte Suprema de Justicia, donde le solicita  que el Poder Judicial instale y brinde al litigante, la facilidad del acceso a la red inalámbrica de Internet en las Salas de Juicios del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda del Segundo Circuito Judicial Anexo A, ubicado en el antiguo Edificio Motorola. Dado lo anterior, la señora Presienta, enviar por parte del Colegio, una solicitud en ese sentido. 
SE ACUERDA 2010-35-033 Comunicar al Consejo Superior del Poder Judicial, que el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, apoya la gestión realizada ante dicho Consejo por el Lic. Juan Carlos Retana C, en el sentido de que el Poder Judicial instale y brinde al litigante, la facilidad del acceso a la red inalámbrica de Internet en las Salas de Juicios del Tribunal los Juzgados Contenciosos Administrativos y Civil de Hacienda del Segundo Circuito Judicial Anexo A, ubicado en el antiguo Edificio Motorola. Ocho votos. Responsable: Dra. Lupita Chaves Cervantes.
8.2 La Dra. Erika Hernández Sandoval,  comunica que el señor Juan Carlos Corrales Salas, Subgerente General, Banco Nacional, con respecto al acuerdo 2010-31-011, informa que  toman nota de  acuerdo, subrayando que el Banco Nacional de Costa Rica siempre será respetuoso de las disposiciones legales que rigen su accionar. Asimismo, manifiestan que mediante reforma al Reglamento para la Prestación de Servicios de Notarios Externos del Banco Nacional de Costa Rica" se establecieron distintos medios para remitirle la información a los Notarios Externos: “artículo 19. Distribución del trabajo y revisión preliminar (…) La entrega de la información al notario, se hará por fax o correo electrónico o en forma personal cunado se trate del expediente de crédito. Queda a criterio de la administración determinar la forma de entrega de la información al notario de conformidad con los recursos humanos y técnicos con que cuente. El notario deberá en todo momento guardar la confidencialidad de la información que se ponga en su conocimiento. (…) (el resultado es nuestro). 
Se tiene por recibida la nota enviada por el señor Juan Carlos Corrales Salas, Subgerente General, Banco Nacional.
8.3  La Dra. Erika Hernández Sandoval, invita a la actividad que se llevará a cabo el día de  mañana a las 9:00 a.m., en las instalaciones del Colegio, con motivo de la celebración del Día Internacional de la Paz. 
Al  ser las diecinueve horas con nueve minutos se da por finalizada la sesión.  
Dra. Erika Hernández Sandoval
 
             MSc. Jeannette Arias Meza
               Presidenta                                                                 Vocal I
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